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48457/2015

MORASSO, MARISA VERONICA Y OTROS c/ SAN MICAEL SA 

Y OTRO s/DAÑOS Y PERJUICIOS

Buenos Aires,     de  mayo de 2021.-

VISTOS Y CONSIDERANDO:

I.- La demandada San Micael S.A. apeló la resolución del 

25 de septiembre de 2019, que rechazó el planteo de nulidad de la 

cláusula del seguro.

En el memorial digitalizado el 22 de octubre de 2019, se 

agravió únicamente de la omisión de tratar el  planteo subsidiario de 

actualizar el tope de cobertura de $390.000 de la póliza contratada en 

el año 2013. El traslado fue contestado el 25 del mismo mes. 

II.-  No se  encuentra  controvertido  que  la  sentencia  de 

primera instancia condenó a Provincia Seguros S.A. en los términos 

de la citación, sobre lo que no hubo agravios. 

La discusión que motiva el análisis de este recurso radica 

en determinar si es posible, en la etapa de ejecución de la sentencia, 

que  la  compañía  de  seguros  se  libere  con  el  depósito  del  monto 

nominal  del  tope  de  cobertura  ($390.000)  con  sus  intereses 

proporcionales o si, por lo contrario, dicho importe debe ser adecuado 

a  las  circunstancias  económicas  actuales,  fruto  del  notorio  proceso 

inflacionario.

III.- En primer lugar, debe señalarse que, a diferencia de 

los precedentes “Sione, Claudia y otro c/ Santana, Matías O. s/ daños 

y  perjuicios”,  del  7-12-2018  y  “Hermosilla,  Elizabeth  c/  Aguilera, 

Andrés A. s/ daños y perjuicios”, del 20-5-2019, en los cuales esta 

Sala  adecuó  los  topes  de  cobertura  de  seguros  de  automotores 

obligatorios  a  las  resoluciones  dictadas  por  la  Superintendencia  de 

Seguro de la Nación vigentes al momento del efectivo pago, estamos 
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en presencia en este caso de un seguro voluntario contratado por la 

demandada que -entre otros ítems- tiene cobertura por responsabilidad 

civil hasta el límite referido.

Sin  perjuicio  de  la  diferencia  apuntada,  este  Tribunal 

considera que existen razones suficientes que autorizan la adecuación 

del tope pactado a las actuales circunstancias económicas. 

Es claro que, por aplicación de lo dispuesto en el artículo 

118  LS,  cualquiera  sea  el  alcance  de  la  sentencia  dictada  en  una 

acción de daños y perjuicios,  su ejecución contra el  asegurador no 

podrá exceder el límite de la cobertura, pues la norma solo reconoce el 

derecho de ejecutar la condena a su respecto en la medida del seguro, 

expresión ésta que debe entenderse (equivalente) a la suma asegurada 

(conf.  Stiglitz,  Rubén  S.  Compiani,  María  Fabiana,  “La  suma 

asegurada  como  límite  de  la  obligación  del  asegurador”, 

AR/DOC/4202/2015;  CSJN, “Fernández,  Gustavo Gabriel  y otro c/ 

Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires Sec. De Educación- s/ daños 

y perjuicios” del 10-11-2015, AR/JUR/46004/2015; “Flores, Lorena 

R. c/ Giménez, Marcelino s. daños y perjuicios”, Fallos: 340:765). 

No  obstante,  en  épocas  de  elevada  depreciación  de  la 

moneda,  la  suma  histórica  convenida  queda  reducida  a  una  parte 

ínfima del monto de la condena. El envilecimiento constante del peso, 

ligado a la dilatada duración de los juicios, constituyen factores que 

conspiran  contra  el  cumplimiento  de  la  finalidad  prevista  por  el 

legislador.  Repárese  que  el  seguro  tiene  la  certeza  de  que  su 

obligación  siempre  estará  circunscripta  a  una  suma  determinada  e 

inalterable, por más que el transcurso del tiempo y la influencia de la 

erosión constante de su poder adquisitivo, la transforme en irrisoria. 

El asegurado, como sucede en este caso, ve cristalizado el tope de la 

cobertura y menguada la garantía contratada en el momento del pago 

de la condena. 
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En  ese  contexto,  es  necesario  poner  de  relieve  las 

circunstancias particulares que rodean el caso. La póliza fue celebrada 

en  el  año  2013,  el  juicio  se  inició en  el  año  2015  y  la  sentencia 

definitiva  de  cámara  fue  dictada  el  20  de  mayo  de  2019.  La 

aseguradora asumió la defensa técnica de la demandada e impuso la 

estrategia  de  llevar  adelante  el  trámite  de  este  juicio  para  el 

reconocimiento  de  los  derechos  de  la  actora.  Durante  el  proceso, 

resistió la pretensión y esa postura fue esgrimida tanto en su propio 

interés como en el de su asegurado. Conocido el resultado adverso de 

su defensa, pretende en esta etapa liberarse de su obligación con el 

depósito nominal de la suma asegurada, a pesar del notorio proceso 

inflacionario. Esa conducta resulta reñida con el principio de buena fe 

y, en tanto se encuentra alcanzada por las prescripciones del artículo 

10 del Código Civil y Comercial, es un deber de los jueces evitar las 

consecuencias de tal proceder. Es que la directiva de la buena fe sirve, 

principalmente,  para  analizar  conductas  o  interpretar  contratos  (De 

Lorenzo,  Miguel  Federico,  “La  buena  fe  en  el  derecho  privado 

patrimonial”, Revista del Notariado N° 821, p. 10).

Así, el artículo 9 del nuevo código ha regulado a la buena 

fe como un principio general aplicable al ejercicio de los derechos 

(conf.  Vítolo,  Daniel  Roque,  "Principio  generales  del  Título 

Preliminar del nuevo Código", LA LEY 2016-C, 700), en tanto que 

estos deben ser ejercidos de un modo regular, conforme a la buena fe, 

las buenas costumbres y los fines de la ley (art.10 CCCN); es decir, 

que el derecho en su nacimiento contiene un perímetro que el ejercicio 

posterior no puede transgredir (conf. Lorenzetti, Ricardo L., "Código 

Civil y Comercial de la Nación. Comentado", t. I, Rubinzal-Culzoni, 

Santa  Fe,  2014,  p.  60;  Loutayf  Ranea,  Roberto  G.,  “Abuso  del 

derecho”,  JA  2015-II,  977).  De  tal  modo,  el  cumplimiento  de  la 

garantía  acordada  deje  ser  ejercido  de  conformidad  con  dichos 

principios,  sin  que  pueda  la  aseguradora  ampararse  en  un  factor 
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externo  (inflación),  para  sustraerse  a  las  obligaciones  que 

contractualmente asumió.   

Se trata del quebrantamiento de pautas que gobiernan no 

solo  la  concertación  de  los  contratos,  sino  su  ejecución  y  su 

interpretación.  Y,  naturalmente,  el  contrato  de  seguro  no  puede 

permanecer  al  margen  de  esas  directivas  legales  (cf.  Barbato,  N., 

“Derecho de Seguros”,  Ed.  Hammurabi,  p.  80 y ss.;  SCJBA, in re 

"Martínez, Emir contra Boito, Alfredo Alberto. Daños y perjuicios" 

del 21 de febrero de 2018).

Por  eso,  otra  solución  a  la  que  aquí  se  propicia 

equivaldría a premiar el accionar de la aseguradora, que tuvo como 

estrategia resistir la pretensión de la actora por largo tiempo, partiendo 

de  la  certeza  de  que su obligación se  encontraba circunscripta  por 

siempre a una determinada suma de dinero inalterable en el tiempo. 

IV.- La jurisprudencia adoptó, según las particularidades 

de cada caso, los mecanismos de actualización de los límites de la 

cobertura.  La  mayoría  de  esos  precedentes  fueron  dictados  en  el 

marco de seguros de automotores.

Algunos establecieron que la suma asegurada debe fijarse 

de acuerdo con el valor que surge de la reglamentación de la SSN para 

el mismo tipo de cobertura y que se encuentre vigente al momento de 

la  valuación  judicial  del  daño  en  la  sentencia  definitiva  (SCBA, 

21/02/2018,  "Martínez,  Emir  c.  Boito,  Alfredo  A.  s/  daños  y 

perjuicios"; CCiv., Com. y Familia, sala I, 06/03/2020, “M. V. G. c. 

Albers, Alejo M. y otro s/ daños y perjuicios”; CCiv. y Com. Santa 

Fe, sala II, 07/08/2019, “Fissore, Mariano M. c. Gauna, Estaban A. y 

otros s/ daños y perjuicios”; CCiv. y Com. Azul, sala II, 26/03/2019, 

“C.,  María  Elizabeth  c.  Marilú,  Hipólito  S.  y  otros  s/  daños  y 

perjuicios”).

En otros casos, como el resuelto por esta Sala en la causa 

“Sione”, teniendo también en cuenta los límites máximos fijados por 
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la reglamentación de la autoridad de aplicación (SSN) para el mismo 

tipo de cobertura contratada, que se encuentre vigente al momento del 

efectivo pago por parte del asegurador (ver también CNCiv., Sala D, 

“Aguirre Quilo, Oscar c/ Conrad, Mercedes Lucia y otros s/ daños y 

perjuicios”, del 05-10-2020; Sala F, “Desio, Emiliano Carlos Adrián 

c/ González Villalba, Esteban Nicolás y otros s/Daños y Perjuicios”, 

del 08-07-2020; Sala I, “Lujan, Amalia y otros c/ Abate, Fabián Jesús 

y otros s/ daños y perjuicios” del 31-07-2020; Sala J, “Medom S.A. c/ 

Federación Patronal Seguros S. A. s/Daños y perjuicios” del 05-05-

2021; CCiv. y Com. Mar del Plata, sala II, 08/10/2019, “Rodríguez, 

Julio C. c. Rodríguez, Alfredo H. s/ daños y perjuicios”).

También se acudió a la adecuación de la suma asegurada 

conforme al límite máximo de la reglamentación de la SSN, con la 

aplicación del  índice de precios al  consumidor Indec-IPC (CNCiv., 

sala J, 04/05/2018, "Risser, Patricia E. c. Maldonado, Raúl A. y otros 

s/ daños y perjuicios").

Finalmente, se utilizó como parámetro para actualizar, la 

suma asegurada en proporción a la variación del precio de la prima 

para un seguro de las mismas características que el contratado, desde 

la fecha del siniestro hasta la fecha de la sentencia (CCiv. y Com. 

Pergamino,  22/11/2018,  «B.,  S.  G.  c.  I.,  S.  F.  y  otros  s/  daños  y 

perjuicios; ver resumen de las distintas soluciones en Federik, Carlos 

J. M., “La actualización monetaria de la suma asegurada en el seguro 

contra responsabilidad civil”, RCyS 2020-VII, 257).

En este caso particular, en que no puede acudirse a los 

pautas trazadas por la Superintendencia de Seguros de la Nación para 

seguros automotores, ya que aquí se trata de un seguro voluntario de 

responsabilidad  civil  contratado  por  un  establecimiento  geriátrico, 

debe  recurrirse  a  las  leyes  análogas,  conforme  los  parámetros 

establecidos por el artículo 2 del Código Civil y Comercial.

Fecha de firma: 31/05/2021
Firmado por: MARIA ISABEL BENAVENTE, JUEZ DE CAMARA
Firmado por: ADRIAN PABLO RICORDI, SECRETARIO INTERINO
Firmado por: GUILLERMO GONZALEZ ZURRO, JUEZ DE CAMARA



#27234795#290017922#20210529193721837

Precisamente,  en  los  fundamentos  del  Proyecto  del 

Código Civil y Comercial, la Comisión Reformadora estableció que 

“las leyes análogas tradicionalmente han sido tratadas como fuente y 

aquí se las incluye como criterios de interpretación para dar libertad al 

juez en los diferentes casos”.

Se  entiende  por  analogía  jurídica,  interpretación  o 

integración analógica, el procedimiento lógico mediante el cual quien 

interpreta o aplica el derecho puede superar eventuales insuficiencias 

o  deficiencias  normativas  (las  llamadas  lagunas  del  derecho), 

recurriendo  a  la  disciplina  jurídica  prevista  para  un  caso  similar 

(Caiani, L., voz "Analogía", Enciclopedia del diritto, Ed. Giuffrè, t. 1, 

p. 349 citado por Tobías, José W., "Apariencia jurídica”, LL 1994-D, 

316; Gascón Abellán, M. y García Figueroa, A., “La argumentación 

en  el  Derecho”,  Lima,  Palestra,  2017,  p.  195;  MacCormick,  N. 

“Retórica  y  Estado  de  Derecho.  Una  teoría  del  razonamiento 

jurídico”, Lima, Palestra, 2017, p. 228).

Dicho criterio de interpretación ha sido utilizado por la 

Corte Suprema de Justicia de la Nación desde antiguo, en tanto que la 

falta  de  regulación  específica  acarrea  la  necesidad  de  integrar  la 

laguna  con  el  criterio  de  la   mayor  proximidad  analógica  (Fallos 

281:211; 319:1801, entre otros). 

En ese sentido, el Tribunal entiende que la situación que 

guarda semejanza con los antecedentes de este caso es la regulada por 

el  artículo  32  de  la  ley  27.440  (B.O.11-05-2018),  que  rige  para 

seguros voluntarios de retiro (conf. CNCom., Sala C, “Gómez Carlos 

Alberto c/ Caja de Seguros S.A. s/ordinario” del 26-02-2019).

Dicha norma establece que “las pólizas de seguros para 

casos de muerte, incluyan o no modalidades de capitalización, y los 

seguros de retiro en todas sus modalidades podrán actualizarse por el 

Coeficiente de Estabilización de Referencia según lo establecido en el 

artículo 27 del decreto 905/2002, ratificado por el artículo 71 de la ley 
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25.827 y por otros índices aprobados por la normativa vigente, sin que 

sea  de  aplicación  para  estos  casos  los  artículos  7°  y  10  de  la  ley 

23.928 y el artículo 765 del Código Civil y Comercial de la Nación”.

En  consecuencia,  desde  la  fecha  de  la  sentencia  de 

primera instancia, que reconoció el derecho de la actora y, por ende, 

condenó a  la  demandada y su seguro,  es  que se  aplicará  el  índice 

previsto en el citado artículo sobre el tope de cobertura que surge de la 

póliza. 

Por ello,  los agravios serán admitidos con los alcances 

expuestos.

Por lo expuesto, el Tribunal RESUELVE: I.- Revocar la 

resolución del 25 de septiembre de 2020 y establecer que el tope de 

cobertura  será  adecuado  conforme lo  dispuesto  en  el  considerando 

IV.-; II.- Imponer las costas de ambas instancias en el orden causado, 

atento a los fundamentos por los que prosperó el planteo (arts. 68, 69 

y 279 del ritual).

Regístrese, notifíquese y devuélvase.

Se deja constancia de que la vocalía n° 37 se encuentra 

vacante.- 

MARÍA ISABEL BENAVENTE GUILLERMO D. GONZÁLEZ ZURRO
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